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“El secreto de una buena vejez no es otra cosa que un pacto honrado con la soledad”. 
-Gabriel García Márquez 
Resumen 
Colombia se encuentra en una etapa de envejecimiento demográfico, que consiste en la 
prevalencia de individuos más longevos en un determinado grupo de población. La característica 
principal de dicho concepto es la irreversibilidad. Por lo anterior, la Carta Política de 1991 
incorpora como derecho fundamental la protección especial que debe brindar el Estado a las 
personas de tercera edad que se encuentran en condición de vulnerabilidad.  
 
 El presente artículo tiene como objetivo analizar qué derechos son vulnerados a causa de las 
falencias de la normativa que brinda protección a los adultos mayores en estado de pobreza en 
Colombia, para el periodo de 1993-2019. Para lograr dicho objetivo se llevó a cabo una 
investigación documental a través de la recopilación de fuentes sobre convenios internacionales 
y políticas públicas en materia de vejez, así mismo se identificaron; cambios demográficos, 
envejecimiento poblacional, solidaridad pensional y derechos consagrados en la Constitución 
Política Colombiana de 1991. Finalmente se evidenció normativa ineficiente para la protección 
del adulto mayor en estado de pobreza en el país. 
                                                 
1
 Artículo resultado de investigación elaborado para optar por el Título de Abogada en la Universidad Católica de 
Colombia. Egresada del programa de Derecho, perteneciente a la facultad de derecho de la Universidad Católica de 
Colombia. Correo Institucional lcvelasquez19@ucatolica.edu.co. Este artículo fue dirigido por la doctora Ana María 





Palabras Claves: Derechos del Adulto Mayor, Envejecimiento Poblacional, Protección Especial 




Colombia is in a stage of demographic ageing, which consists of the prevalence of longer-lived 
individuals in a given population group. The main characteristic of this concept is its 
irreversibility. For this reason, the 1991 Political Charter incorporates as a fundamental right the 
special protection that the State must provide to older persons who are in a condition of 
vulnerability.  
 
 The purpose of this article is to analyze which rights are violated due to the shortcomings of the 
regulations that provide protection to older adults in a state of poverty in Colombia, for the 
period 1993-2019. To achieve this objective, documentary research was carried out by compiling 
sources on international agreements and public policies on old age, and identifying demographic 
changes, population ageing, pension solidarity and the rights enshrined in the Colombian 
Political Constitution of 1991. Finally, inefficient regulations for the protection of the elderly in a 
state of poverty in the country were revealed. 
 
Keywords: Rights of the Elderly, Population Aging, Special Protection for the Elderly, Social 
protection program for the elderly (PPSAM), Pension Solidarity. 
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En Colombia, los adultos mayores representan 4.962.491 de la ciudadanía, es decir el 
10.53% del total de la población. (DANE, Proyecciones de Población 2005-2020). Este 
fenómeno llamado “Envejecimiento Poblacional” es definido por la Organización Mundial de la 
Salud (OMS) como el aumento de personas longevas en un determinado territorio. Lo que 
ocasiona que el Estado Colombiano incorpore en la normatividad la cotización a pensión, como 
un ahorro a fin de asegurar un ingreso mensual para la vejez.  
 
 En el país solo cotiza a salud y pensión el 32% de los trabajadores que podrían hacerlo. Al 
cumplir los requisitos establecidos (semanas cotizadas en la ley), de ese 32% solo un 70% podría 
recibir una mesada entre uno y dos salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV). Del 
total de los adultos mayores un 20% declara no recibir ningún ingreso (Centro de investigaciones 
para el Desarrollo CID, 2017, p.4).  
 
Conforme a lo anterior, la Constitución Política colombiana de 1991 establece la 
protección especial que se le debe otorgar a los adultos mayores. El artículo 46 decreta que el 
Estado, la familia y la sociedad deben asistir a las personas de tercera edad, garantizando los 
servicios de seguridad social integral y el subsidio monetario en caso de indigencia.  
 
A pesar de que la Carta Política cobija a los adultos mayores en estado de vulnerabilidad, 
el gobierno no cuenta con la capacidad monetaria para otorgar protección a todas las personas de 
tercera edad en estado de pobreza.  
 
Por lo anterior, se otorga un subsidio que financian “los trabajadores que devengan un 
ingreso mensual igual o superior a 4 salarios mínimos, estos realizan un aporte adicional al 
sistema de pensiones con destino al Fondo de Solidaridad Pensional” (Congreso de la República 
de Colombia, Ley 100 de 1993, art. 20, par. 12).  Otorgando cupos limitados según los requisitos 




económica de mayor a menor necesidad. Lo que ocasiona que se continúen vulnerando derechos 
a los adultos mayores en estado de indigencia en el país. 
 
De acuerdo a lo expuesto anteriormente, se ha planteado la siguiente pregunta de 
investigación dentro del proyecto ¿qué derechos son vulnerados a causa de las falencias de la 
normativa que brinda protección a los adultos mayores en estado de pobreza en Colombia, para 
el periodo de 1993-2019?  
 
1. Cambios demográficos y envejecimiento poblacional en Colombia 
La transición demográfica, comprende los periodos de variación en el volumen de la 
población. Este proceso transcurre en lapsos de tiempo diferentes de un país a otro. 
 
 El primer ciclo de dicha teoría es caracterizado por altos valores en las cifras de natalidad 
y mortalidad, algunos historiadores sostienen que es debido al crecimiento económico antes de la 
revolución industrial (Arango, 1980). En el segundo, se presentan bajas tasas de crecimiento 
poblacional y en el tercero se produce descensos en la mortalidad y fecundidad. 
 
En la historia de Colombia, la Transición Demográfica se ha caracterizado por 
representarse de una forma retardada, ya que los índices de natalidad y mortalidad en la 
antigüedad con respecto al resto del mundo eran bastante altos, y como consecuencia de ello el 
volumen de población no cambiaba, por el contrario, crecía o se mantenía estable.  Entre 1905 y 
1938, la Tasa Bruta de Natalidad (TBN) estaba alrededor de 43.000, subió a 44.000 en 1951 y 
alcanzó 46.000 en 1964 (Carmona, 2005, p. 470).  
 
Posterior al estancamiento en el volumen de la población en el país, ocurrieron mejoras en 
las condiciones de vida, generando disminución en los índices de mortalidad y aumentando los 
índices de natalidad en forma lenta y sostenida. Con la implementación de las políticas públicas 
de acceso a la educación, se redujo la tasa de natalidad.  
 
A mediados de 1960, se presentó la última etapa de la transición demográfica en Colombia, 





países desarrollados, debido a la incorporación de avances de cuidado médico, mejoras en los 
hábitos de alimentación y planificación familiar. En 1965, sólo un 27% de las mujeres del país en 
edad fértil y en unión marital usaban métodos anticonceptivos. En 1995, un 72% de ese mismo 
grupo de mujeres usaba estos métodos (Flórez, 2000, p.181), evidenciando el fenómeno del 
envejecimiento poblacional, como el cambio de estructura por edades en la población, 
específicamente en el aumento relativo de la proporción de los mayores de sesenta años y 
representativo por ser la culminación y cuarto periodo de la Transición Demográfica. 
Caracterizado por la irreversibilidad, lo que produce un impacto socioeconómico, 
específicamente en el déficit de los sistemas de bienestar. 
 
 El impacto que lleva consigo el envejecimiento poblacional es debido a los  grandes 
índices de vulnerabilidad que figura la población mayor en factores; salud, seguridad, pensión y 
sumisión con respecto a la familia puesto que las edades productivas laboralmente se encuentran 
entre los 15 y 59 años, generando adultos mayores dependientes. (Arriagada, 2007, p.23). 
 
La Organización Mundial de la Salud, el Consejo de Europa, la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), han coincidido en establecer que el porcentaje 
de la población adulta mayor aumentará en gran proporción, según la región y cultura. 
(Calneggia, 2005, p.11). 
 
1.1 Implementación de políticas públicas de protección al adulto mayor. 
El envejecimiento poblacional, como se mencionó anteriormente, es un fenómeno 
demográfico e irreversible que consiste en la predominación de individuos más longevos en un 
determinado territorio. A causa de este impacto, se implementó paulatinamente la normatividad 




La Organización Mundial de la Salud en el periodo de 1948-1982 incorporó el concepto de 
envejecimiento demográfico poblacional y se focalizó en realizar avances gerontológicos
2
, 
fortaleciendo los sistemas de atención sanitaria, prevención individual y social para asumir la 
vejez. 
 
El impacto socioeconómico de la vejez es contemplado por primera vez en la ONU en 
1978, en el “Informe de determinantes y consecuencias al envejecimiento de la población” donde 
se estableció la carga económica y gastos en la salud que representan las personas de tercera 
edad, en diferentes factores: 
 
1) Mayor gasto en la dependencia de la vejez que en la infantil, 2) baja de la 
productividad por disminución de la fuerza de trabajo: se considera que una fuerza de 
trabajo relativamente joven es más eficaz que una de mayor edad, 3) disminución de la 
tasa de ahorro. (ONU, Informe de determinantes y consecuencias al envejecimiento de 
la población, 1978). 
Este informe, generó que los Estados se vieran obligados a implementar varias reformas en 
los sistemas de bienestar y seguridad social. Siendo este el primer acercamiento a una protección 
global a las personas de tercera edad, al considerarse sujetos en estado de indefensión y de 
especial protección constitucional. 
 
En 1982 se realiza la primera Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento en Viena, donde 
se establecen derechos como la pensión social, eliminación de la discriminación en el mercado 
laboral, acceso a subsidios e incorporación a la educación. Para lo cual se formuló que la 
longevidad y la integración son tan importantes como la calidad de vida de las personas, lo que 
se traduce en “generar acciones para perseguir la seguridad económica y social de los adultos 
mayores”. (Arrubla Sánchez, 2010, p.144). 
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Además de lo anterior, en la Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento en Viena se 
formuló el Plan de Acción Internacional (PAI), en el cual se establecieron recomendaciones para 
fortalecer las acciones dirigidas a los adultos mayores por parte de los Estados. 
 
En 1991 se establecieron principios de protección a la vejez: Independencia, Participación, 
Autorrealización y Dignidad. Se propuso no incluir a las personas mayores en los viejos asistidos 
por pobreza (ONU, 1991, p.1), asignando el total reconocimiento de los derechos de esta 
población. 
 
En 2002 se llevó a cabo la Segunda Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento, mediante 
el cual se establecieron los cambios demográficos y los retos del envejecimiento de la población 
en el siglo XXI. 
 
En el año 2017 se consolidó internacionalmente la protección de los derechos humanos a 
las personas mayores a 70, logrando promover en pleno ejercicio las condiciones de igualdad a 
que deben estar cobijados y estableciendo como deberes de los Estados parte: 
 
Artículo 4 Los Estados Parte se comprometen a salvaguardar los derechos 
humanos y libertades fundamentales de la persona mayor enunciados en la 
presente Convención, sin discriminación de ningún tipo, y a tal fin: 
a) Adoptarán medidas para prevenir, sancionar y erradicar aquellas prácticas 
contrarias a la Convención 
b) Adoptarán las medidas afirmativas y realizarán los ajustes razonables que sean 
necesarios para el ejercicio de los derechos establecidos en la presente 
Convención y se abstendrán de adoptar cualquier medida legislativa que sea 
incompatible con la misma. (…) (Organización de los Estados Americanos, 
Convención Interamericana sobre la protección de los Derechos Humanos de las 
Personas Mayores, 2017, art.4). Por último, se concibe proteger o cobijar a los 





Se tiene previsto en el Desarrollo Sostenible impartido por Naciones Unidas para el año 
2030 “implementar a nivel nacional sistemas y medidas apropiados de protección social para 
todos, incluidos niveles mínimos, y, de aquí a 2030, lograr una amplia cobertura de las personas 
pobres y vulnerables”. (Resolución A/RES/70/1 de la Asamblea General de Naciones Unidas, 
2015, p.17) 
 
1.2 Derechos consagrados al adulto mayor en la Constitución Política de 1991. 
Debido a la implementación de políticas públicas de protección a las personas de tercera 
edad a nivel mundial, se incorporó el amparo al adulto mayor en estado de pobreza en la Carta 
Política de 1991. 
 
En las últimas décadas del siglo XX, varios teóricos del derecho Constitucional 
propusieron que los derechos humanos, fueran asumidos como fundamentales (Vladimir Llano, 
2016, p. 38). La Carta Política de 1991, incorporó de manera explícita a los “adultos mayores” en 
los derechos económicos, sociales y culturales y los derechos colectivos. Los cuales son 
exigibles judicialmente por no existir distinciones entre niveles de protección. Estos se 
implementan de la siguiente manera: 
 
El artículo 46 de la Constitución Política de Colombia, establece los deberes de 
los particulares, la sociedad y el Estado frente a los adultos mayores: “concurrirán 
para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán 
su integración a la vida activa y comunitaria”. En el artículo 48 se estableció el 
derecho irrenunciable a la seguridad social, en el artículo 25 se cataloga el 
Derecho al trabajo, el cual plantea que la sociedad debe permitir el 
reconocimiento de sus aportes, sin embargo este se adecua a condiciones 
personales toda vez que exonera al mayor de 45 años de la imposición de trabajos 
forzosos. El artículo 52 establece el derecho al descanso, no sólo dentro del 
desarrollo del trabajo, sino también como compensación al uso activo del tiempo 
disponible o libre; el Derecho a la recreación, al entretenimiento y a la diversión, 






La ley 100 de 1993, reforma la seguridad social en Colombia, al establecer las políticas 
públicas de protección y regulación de los derechos de los adultos mayores, que determinan en  
dos regímenes la salud: El subsidiado y el contributivo. 
 
En Colombia solo cotiza a seguridad social un 32% de los trabajadores que podrían 
hacerlo. Salta a la vista que el futuro del país es el de una población cada vez mayor, por el 
aumento de esperanza de vida, pero con una menor calidad de vida (Centro de investigaciones 
para el Desarrollo CID, 2017, p.4).  
 
Por lo anterior, la Ley 100 de 1993, preceptúa los servicios sociales como 
complementarios, estableciendo subsidios hasta de medio salario mínimo para las personas viejas 
en estado de indigencia y se dispuso la obligatoriedad para las autoridades del ámbito local de 
realizar el plan complementario para la vejez. 
 
 Finalmente se realizó el plan complementario para la vejez en la Ley 797 de 2003, en 
donde se establecieron condiciones de bienestar para las personas mayores, confiriéndose el 
derecho de atención preferencial, servicio de salud brindado por el Sistema General en Seguridad 
Social Integral y descuentos en programas especiales de turismo ofrecidos por las Cajas de 
Compensación Familiar para los no afiliados y afiliados. Además de declarar el 24 de noviembre 
de cada año, como el Día del Colombiano de Oro (Congreso de la República de Colombia, Ley 
1091 de 2006, art. 6) en donde se realizan actividades de promoción, participación, recreación e 
integración social. “Adicionalmente dispone que todas las entidades estatales y privadas que 
presten servicios al público deberán tener ventanillas preferenciales para atender a los 
beneficiarios.” (Congreso de la República de Colombia, Ley 1091 de 2006, art. 9) 
 
La Ley 1251 de 2008, contiene un conjunto de disposiciones para garantizar los derechos 
de los adultos mayores, dentro de las cuales se incluyó el expedir la Política Nacional de 
Envejecimiento y Vejez dándole el marco y fijando las áreas de intervención que debe tener en 
cuenta. (Congreso de la República de Colombia, Ley 1251 de 2008, art. 17). Adicional se 




derecho a la protección integral de la salud y el deber de participar en la promoción y defensa de 
la salud propia, así como la de su familia y su comunidad” (Congreso de la República de 
Colombia, Ley 1251 de 2008, art. 17, num.1). 
 
El artículo 17, establece que en las obligaciones del Estado en todos sus niveles 
territoriales, y en el conjunto de entidades que conforman el Sistema de Seguridad Social en 
Salud, son las siguientes: “Crear programas especiales en detección oportuna y tratamiento 
temprano de enfermedades crónicas entre los adultos mayores, así como de cuidado y auxilio a 
quienes sufren de discapacidades funcionales; generar capacitaciones para cuidadores formales e 
informales de adultos mayores”.( Congreso de la República de Colombia, Ley 1251 de 2008, art. 
17, num.9). 
 
“La Ley 1315 de 2009, establece las condiciones mínimas que dignifican la estadía de los 
adultos mayores en los centros de protección, centros de día” (Congreso de la República de 
Colombia, Ley 1315 de 2009, art. 5). Estas instalaciones son especializadas a las personas de 
tercera edad, donde profesionales y especializados se dedican a el tratamiento y cuidado de las 
personas mayores y “fija la competencia de las Secretarías de Salud para conferir las licencias de 
funcionamiento”. (Congreso de la República de Colombia, Ley 1315 de 2009, art. 14). 
 
La Ley 1438 de 2011, reforma el Sistema General de Seguridad Social en Salud, SGSSS e 
incorpora dentro de los principios del sistema, el enfoque diferencial por edad, género y 
diversidad. Realizando un avance con respecto a las personas mayores en situación de 
desplazamiento forzado, a través del establecimiento de la Directriz de Enfoque Diferencial para 
el goce efectivo de los derechos de las personas mayores víctimas del desplazamiento forzado 
por la violencia.( Congreso de la República de Colombia, Ley 1438 de 2011, art 3, núm. 3.6) 
Siendo tan importante que para el año 2012, se evidenció el interés de distintas fundaciones por 
implementar la investigación de la protección, bienestar e inclusión de los adultos mayores. 
Además de generar conciencia frente a la obligación que tenía Latinoamérica sobre las 





Actualmente la pensión en Colombia se considera un “mandato de optimización”. Es decir, 
una norma que ordena que sea realizado, dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes, 
las cuales contienen el ámbito de lo factico y lo jurídicamente posible. (Alexy, 1997, p.87). 
 
1.3 Plan Nacional De Desarrollo 2018-2022. 
 
Como consecuencia de lo anterior se generó un reto para el Estado, dado que la 
implementación de la protección al adulto mayor en la Constitución Política de 1991, se ejerce 
en un contexto diferente respecto a hombres, mujeres, educación y medios de subsistencia 
(Rodríguez Jiménez, 2015, p.47). A continuación, se entenderá el papel del adulto mayor en el 
plan nacional de desarrollo de 2018-2022.  
 
En el Plan Nacional de Desarrollo (PND) vigente se establecieron los siguientes objetivos 
respecto de la población adulta mayor: “1. Generar oportunidades de ingreso para los adultos 
mayores, 2. Brindar oportunidades para que tengan una vida activa y saludable, 3. Suministrar 
servicios de cuidado y salud con calidad”.(Congreso de la República de Colombia, Ley 1955 de 
2019, art. 4) Esto, teniendo en cuenta que el propio PND estableció que las acciones 
desarrolladas en Colombia no eran suficientes para proteger a este tipo de población y por tal 
razón 20 de cada 100 adultos no reciben ingresos, “3,5 millones no cuenta con algún tipo de 
protección económica para la vejez periódicos (Departamento Nacional de Planeación, 2019, 
pág. 93)” o beneficios económicos periódicos o BEPS. 
 
Las estrategias que implementó el Plan Nacional de Desarrollo PND son las siguientes: 
 1. Estimular el desarrollo de instrumentos para aumentar la protección económica para la 
vejez,2. Promover mecanismos de estímulo al ahorro pensional voluntario integrados al sistema 
de protección a la vejez, 3. Consolidar los lineamientos para la creación de oferta de cuidado 
para los adultos mayores, 4. Establecer un sistema de seguimiento a la situación de las personas 
mayores y de la institucionalidad para su atención, 5. Desarrollar rutas de emprendimiento de los 
adultos mayores, 6. Consolidar y ampliar las estrategias de promoción de la actividad física, 




y su independencia económica, suministrar servicios de cuidado oportuno, suficientes y de 
calidad. (Departamento Nacional de Planeación, 2019, pág. 94.) 
 
A efectos de materializar el Plan Nacional de desarrollo y la protección a los adultos 
mayores contemplada en la Carta Política de 1991, se implementó la Solidaridad Pensional. 
 
2. Solidaridad pensional 
El artículo 25 de la ley 100 de 1993 establece que la Solidaridad Pensional “tiene como 
objetivo subsidiar los aportes de los trabajadores que por su nivel de ingresos no puedan realizar 
las contribuciones correspondientes” (Ministerio de la Protección Social, 2001, pág. 128.). 
 
 En aras de garantizar el Plan Nacional de Desarrollo, se creó el Fondo de solidaridad 
Pensional, que es una cuenta de la Nación, sin personería jurídica, adscrita al Ministerio de 
Trabajo, destinada a subsidiar las cotizaciones para pensiones de las personas que por sus 
condiciones económicas no cuentan con acceso a los sistemas de seguridad social, de la misma 
manera para la protección de los adultos mayores en estado de extrema pobreza. “El fin de este 
programa es cobijar a esta población en estado de vulnerabilidad en todos los Municipios, 
aunque actualmente esté lejos de tener esa cobertura universal como objetivo” (Zapata, 2009, p. 
21), este programa está a cargo del Ministerio de Protección Social (MPS). 
 
Los subsidios destinados a los adultos mayores en estado de extrema pobreza los financian 
“los trabajadores que devengan un ingreso mensual igual o superior a 4 salarios mínimos, estos 
deben realizar un aporte adicional al sistema de pensiones con destino al Fondo de Solidaridad 
Pensional.” (Congreso de la República de Colombia, Ley 100 de 1993, art. 20, par. 12)  Este 
aporte se incrementa según el monto del salario, “empezando con el 1% para los salarios de 4 
mínimos, hasta un 2 para salarios superior a 20 salarios mínimos” (Congreso de la República de 
Colombia, Ley 100 de 1993, art. 20, par. 13). También aportan los pensionados si su mesada 
pensional supera los 10 y hasta los 20 salarios mínimos los cuales contribuyen el 1% y los que 






2.1. Naturaleza y objeto 
La Solidaridad Pensional en Colombia tiene por objeto subsidiar los aportes al Régimen de 
los trabajadores independientes, madres sustitutas, discapacitados, concejales y ediles que 
carezcan de suficientes recursos para efectuar la totalidad del aporte; así como entregar el 
subsidio económico a los adultos mayores que se encuentran en estado de vulnerabilidad y 
extrema pobreza en todo el territorio nacional. “En Colombia la pensión es un derecho 
fundamental condicionado por la disponibilidad de los recursos a satisfacción” (Valero 
Rodríguez, 2016, p.39). El derecho “a la seguridad social constituye un ideal de política social, 
cuyo desarrollo se concibe y se logra mediante un sistema jurídico “(Arenas Monsalve, 2006, 
p.76). 
 
Con el fin de materializar su objeto, el Fondo de Solidaridad Pensional crea  dos 
subcuentas que se manejan de manera separada, la primera es de solidaridad destinada a 
subsidiar los aportes al Régimen General de Pensiones de los trabajadores asalariados o 
independientes del sector rural y urbano que carezcan de suficientes recursos para efectuar la 
totalidad del aporte, tales como artistas, deportistas, músicos, compositores, toreros y sus 
subalternos, la mujer microempresaria, las madres comunitarias, los discapacitados físicos, 
psíquicos y sensoriales, los miembros de las cooperativas de trabajo asociado y otras formas 
asociativas de producción(Congreso de la República de Colombia, Decreto 2681 de 2003, art. 1, 
par. 3)  
 
La segunda es “la Subcuenta de subsistencia destinada a la protección de las personas en 
estado de indigencia o de pobreza extrema, mediante un subsidio económico”, (Congreso de la 
República de Colombia, Decreto 2681 de 2003, art 1, par 4) la cual es de especial interés para 
este artículo. 
 
2.2. Requisitos para ser beneficiario de la subcuenta de subsistencia. 
Como se estableció anteriormente, la subcuenta de subsistencia busca cobijar a los adultos 
mayores en estado de indigencia o pobreza extrema. Para acceder a dicho beneficio se debe 




1. Ser colombiano. 
2. Como mínimo tener tres años menos de la edad que rija para adquirir el derecho a la 
pensión de vejez de los afiliados al Sistema General de Pensiones. (54 años para mujeres y 
59 para hombres). 
3. Estar clasificado en los niveles 1 y 2 del Sisbén y carecer de rentas o ingresos suficientes 
para subsistir, es decir, son personas que o viven solas y su ingreso mensual no supera 
medio salario mínimo mensual vigente, o viven en la calle y de la caridad pública, o viven 
con la familia y el ingreso familiar es inferior o igual al salario mínimo mensual vigente. 
4. Residir durante los últimos diez años en el territorio nacional. 
5. Vivir solos y que su ingreso mensual no supere medio salario mínimo legal mensual 
vigente 
6. Vivir en la calle y de la caridad publica 
7. Vivir con su familia y que el ingreso de su familiar sea inferior a un salario mínimo 
mensual legal vigente. 
8. Residir en un centro de Bienestar del adulto mayor; o asisten como usuario del centro 
diurno. (Decreto 2681 de 2003, art. 13) 
Los documentos que el adulto mayor debe presentar para la vinculación al programa es la 
cedula de ciudadanía ampliada al 150% y este debe dirigirse a las alcaldías municipales, a la 
oficina de atención del adulto mayor. “La entidad territorial identificará los beneficiarios previa 
verificación del cumplimiento de los requisitos”. (Congreso de la República de Colombia, 
Decreto 569 de 2004, art. 13, par. 2) 
2.3 Subsidios directos e indirectos. 
Las modalidades utilizadas para materializar la entrega de subsidios son las siguientes: 
1. Subsidios directos: En este caso los subsidios son girados directamente a los beneficiarios 
a través de la red bancaria contratada para este fin. 
Cada Municipio tiene “la posibilidad de elegir entre un mayor número de beneficiarios a 




de Solidaridad Pensional, valor del subsidio, pag.1), estos cobijan desde los $45.000 hasta 
$75.000 pesos colombianos.  
Adicional, existe un programa llamado cofinanciación, el cual consiste en que los 
Municipios puedan, con recursos propios, ayudar para que el subsidio sea más alto. Un 
ejemplo es “la ciudad de Bogotá, en donde el Gobierno Nacional aporta $75.000 y la 
Alcaldía Mayor $45.000, por lo tanto, un beneficiario de Colombia Mayor recibe 
$120.000 de manera mensual”. (Fondo de Solidaridad Pensional, valor del subsidio, 
pag.1) 
2. Subsidio económico indirecto: Estos son representados a través de recursos que se otorgan 
en Servicios Sociales Básicos, a través de centros bienestar del adulto mayor y centros 
Diurnos. Los cuales comprenden alimentación, alojamiento y salubridad, medicamentos o 
ayudas técnicas, prótesis no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud (POS) de acuerdo 
con el régimen aplicable al beneficiario, ni financiadas por otras fuentes. Comprenderá 
medicamentos o ayudas técnicas incluidas en el POS, cuando el beneficiario del programa 
no esté afiliado al sistema general de salud.  (Congreso de la República de Colombia, 
Decreto 2681 de 2013, art. 19) 
2.4.Criterios de priorización de beneficiarios. 
Los criterios de priorización de beneficiarios del adulto mayor son implementados a razón 
de dar prelación a las personas más vulnerables, debido a que el gobierno no cuenta con los 
recursos suficientes para beneficiar a todos los adultos mayores en estado de pobreza. 
 El gobierno Nacional otorga cupos limitados para acceder al subsidio según los requisitos 
que cumplan los aspirantes, se les otorga un puntaje según su condición económica del más al 
menos vulnerable y acorde a esto la persona tiene más probabilidad de ingresar al Programa del 
Adulto Mayor. De la misma manera según las novedades, (es decir que fallezcan o que dejen de 
cumplir los requisitos para acceder al subsidio) que presenten los otros beneficiarios pueden 
ascender o descender en la lista. Los criterios de priorización son los siguientes: 
1. La edad del aspirante 




3. La Minusvalía o discapacidad física o mental del aspirante 
4. Personas a cargo del aspirante 
5. Vivir solo y no contar con ninguna persona 
6. Haber perdido el subsidio al aporte en pensión por llegar a la edad de 65 años y no contar 
con capacidad económica para continuar efectuando aportes a dicho sistema. En este 
evento, el beneficiario deberá informar que con este subsidio realizará el aporte a pensión 
con el fin de cumplir los requisitos. Este criterio se utilizará cuando al beneficiario le 
hagan falta máximo 100 semanas de cotización 
7. Pérdida de subsidio por traslado a otro municipio 
8. Fecha de solicitud de inscripción al programa en el Municipio. (Ministerio de Trabajo, 
Decreto 2681 de 2013, art. 19) 
Según la Corte Constitucional en la Sentencia T 207 de 2013 las Entidades territoriales o 
los resguardos deben velar por que se cumpla lo dispuesto en el Decreto 3771 de 2007 en el 
parágrafo 2°, seleccionarán los beneficiarios previa verificación del cumplimiento de los 
requisitos. Con el fin de garantizar un mayor acceso, el Ministerio de la Protección Social 
seleccionará los beneficiarios que residan en los Centros de Bienestar del Adulto Mayor, previa 
convocatoria (Corte Constitucional, Sentencia T207 de 2013) 
3. Pérdida del derecho al subsidio. 
Cada beneficiario del programa del adulto mayor cuenta con “el deber de cobrar el 
subsidio en las fechas estipuladas y de anunciar cualquier novedad que pueda impedir el cobro”. 
(Fondo de Solidaridad Pensional, deberes y causales de pérdida del subsidio, pág. 1). A 
continuación, se mencionarán las causales de exclusión o pérdida del beneficio al subsidio: 
1. Muerte del beneficiario 
2. Comprobación de falsedad en la información suministrada o intento de conservar 
fraudulentamente un subsidio. 
3. Percibir una pensión u otra clase de renta o subsidio  
4. Mendicidad comprobada como actividad productiva 




6. Traslado a otro municipio o distrito 
7. No cobro consecutivo de subsidios programados a dos giros. (Congreso de la 
república de Colombia, Decreto 1340 de 2019, art.  2.2.14.1.39) Los pagos se realizan 
bimestralmente y el dinero permanece en la entidad bancaria por un periodo de 10 
días hábiles, si este no ha sido cobrado en este tiempo se devuelve al Fondo de 
Solidaridad Pensional. 
8. No cumplimiento de requisito de ingreso. 
9. Retiro por ser propietario de más de un bien inmueble (Adicionado por el Manual 
operativo) 
Además de la pérdida del derecho al subsidio, el adulto mayor está sujeto a posibles 
bloqueos y suspensiones. El Administrador Fiduciario tiene la obligación de realizar validación y 
cruces periódicos con las bases de datos de beneficiarios, ya que es necesario constatar que 
ninguna de las personas inscritas al programa este incursa en alguna causal de exclusión. Es por 
esto que cuando se encuentra alguna irregularidad con algún beneficiario se realiza un bloqueo 
preventivo mientras se constata que la persona si este incursa en una causal de exclusión al 
programa. (Fondo de Solidaridad Pensional, 2019, Párr. 3)  
 
3.1. Procedimiento para la exclusión de beneficiarios del subsidio 
Conforme a lo establecido anteriormente, se estipula que antes de excluir a un beneficiario 
del programa del adulto mayor, la entidad territorial debe constatar que esté incumpliendo con 
alguno de los requisitos de la subcuenta de subsistencia para proceder con el bloqueo y exclusión 
del programa. 
 
Una de las causales de exclusión se presenta cuando la entidad territorial recibe 
información del fallecimiento de un beneficiario y no tiene registro civil de defunción. La norma 
expresa que este debe ser solicitado a los familiares. Si los desconoce, debe verificar el reporte 
de vigencia de la cédula de ciudadanía en la página web de la Registraduría Civil del Estado. 
Debido a que es necesario elaborar una ficha de retiro del beneficiario fallecido acompañado del 





Por otro lado, si el adulto mayor está incurso en otra causal que no sea el fallecimiento, la 
entidad territorial debe informar al beneficiario “para que presente la documentación que permita 
aclarar la situación con los respectivos soportes documentales” (Ministerio de trabajo, 
Resolución 1370 de 2013, núm. 4.6.3), aplicando el derecho a la defensa. Al justificar y allegar 
la documentación, el Coordinador del programa en el Ente Territorial analiza y verifica la 
información suministrada, de considerarse necesario deberá incluso hacer una visita domiciliaria. 
Si continúa evidenciando el incurrimiento en la causal deberá continuar el bloqueo. 
 
Es decir, mientras se constata que un beneficiario falleció o está incurso en una causal, 
pueden pasar meses sin que otro adulto mayor en estado de vulnerabilidad, en listado de espera 
ingrese como beneficiario. Para lo cual el programa de subcuenta de subsistencia debería contar 
con mayores y mejores conocimientos de las decisiones que afectan las condiciones de las 
personas viejas, de su vida cotidiana, individual, familiar y comunitaria. (Padilla Nieto, 2002, p. 
44). Pero tampoco se debe excluir con premura sin verificar realmente las causales de exclusión 
de los beneficiarios del programa, puesto que en el año 2013 se tuvieron varios casos en los que 
se bloquearon temporalmente beneficiarios, sin verificar el estado real de vulnerabilidad de las 
personas a las que se les excluía “El gobierno electrónico es entender una administración al 
servicio de los ciudadanos, y no lo contrario; es entender una administración eficiente, eficaz, 
responsable, abierta, transparente, participativa, respetuosa de la ley y garante de los derechos de 
los ciudadanos”. (Sánchez Acevedo, 2016, p. 16), para lo cual, la sentencia T 207 de 2013 
estableció lo siguiente: 
 
Sexto -INSTAR al Ministerio de Salud y Protección Social para que en el menor tiempo 
posible ajuste el contenido del Manual Operativo del Programa de Protección Social al 
Adulto Mayor a lo dicho en esta providencia. Específicamente, se llama la atención acerca 
del respeto al debido proceso en los trámites de reporte de novedades de retiro, en el 
sentido en el que es necesario verificar las condiciones reales de cada persona antes de 
proceder a dar inicio a la actuación.”.  
 
Respecto de lo resuelto por la Honorable Corporación es procedente indicar algunos 





“Finalmente, existen ciertos casos en los cuales se pierde el derecho a recibir el subsidio, lo 
cual se ejecuta a través del reporte de la novedad por parte del ente territorial. Este trámite debe 
sujetarse al respeto al derecho fundamental al debido proceso, en el sentido en el que esto no 
puede ser el agotamiento meramente formal de etapas procesales, sino que la condición de 
vulnerabilidad en la que en principio se encuentran los beneficiarios, le impone la obligación a 
las autoridades de verificar las condiciones reales de cada persona antes de iniciar los trámites 
respectivos, en aras de evitar el incremento de la indefensión y la posible comisión de 
arbitrariedades. Esto a su vez se constituye en una garantía de los derechos fundamentales al 
mínimo vital, a la vida digna y a la igualdad material, a través de la materialización de los 
principios de solidaridad y dignidad humanas, y de la priorización del gasto público en materia 
social. 
 
(…) De allí que sea necesario que las autoridades públicas encargadas de llevar a cabo el 
reporte de las novedades de exclusión, deban llevar a cabo un estudio más minucioso y cauteloso 
de las condiciones reales de las personas a retirar, en aras de evitar que con ello no solo se viole 
su derecho fundamental al debido proceso, sino que además la actuación derive en una 
afectación de la vida digna y del mínimo vital de sujetos de especial protección constitucional, 
como de hecho ocurrió”. (Corte Constitucional, sentencia T 207 de 2013). 
 
Debido a que en los eventos en los cuales se determine que la “persona recibió subsidios 
sin tener las condiciones para hacerse acreedor, el Ente Territorial debe proceder a solicitar el 
reintegro de recursos”. (Ministerio de trabajo, Resolución 1370 de 2013, núm. 4.6.5). Este 
fenómeno se presentaba aun cuando posteriormente se demostraba que la persona estaba en 
condición de vulnerabilidad. (Ministerio de trabajo, Resolución 1370 de 2013, núm. 4.6.3) 
 
A partir de la anterior sentencia los Entes Territoriales implementaron “los estudios 
socioeconómicos” en aras de garantizar que cuando se excluya a un beneficiario sea porque este 
no tiene necesidad del subsidio al estar incurso en una causal. El estudio socioeconómico 
consiste en evaluar las condiciones de vida de los adultos mayores, las características de su 




Se deben establecer las conclusiones del estudio por el profesional que lo realizó. La novedad del 
retiro de los beneficiarios deberá contener lo siguiente: 
 
1. Ficha del retiro del beneficiario 
2. Acto administrativo que motiva el retiro del beneficiario y soporte de la novedad 
3. Documentos anexos que soporten la causal de exclusión en la que está incurso el 
beneficiario debidamente sustentado, excepto los fallecidos. 
4. Acta del comité del adulto mayor en la que se relacionen las novedades a tramitar. 
(Ministerio de trabajo, Resolución 1370 de 2013, anexo técnico No. 02, núm. 4.7.2.) 
 
3.2. Reintegro de ex beneficiarios al programa 
 El traslado a otro Municipio como se estableció anteriormente, hace parte de las causales 
de exclusión del programa del adulto mayor, para lo cual el Manual Operativo indica que la 
persona puede volver a ser beneficiaria siempre y cuando se inscriba en el otro ente territorial y 
pase a la lista de espera. En la normatividad vigente solo se tiene en cuenta esta causal para 
reintegro en la lista de espera, de las demás no se pronuncia al respecto. 
 
4. Protección social al adulto mayor desde el entorno familiar. 
Es imprescindible en este artículo establecer el papel del adulto mayor como parte de la 
familia y sociedad actual. 
 
Lo anterior, debido a que la protección jurídica la reciben los miembros de la familia 
individualmente considerados, más no la célula como un todo. Dado que la ordenación de esta es 
esencialmente individualista (…) los derechos y las obligaciones no son predicables del núcleo 
social, sino de cada uno de sus miembros (Daza Coronado, 2015, p. 21).  
 
Los adultos mayores en Colombia deben enfrentar miedo al abandono, violencia, 
aislamiento social, depresión, sin contar con la situación de desplazamiento interno forzado. 
“Estos fenómenos demandan soluciones, principiando por la supresión de barreras y el respeto 





El Estado implementó los alimentos que se debe a los adultos mayores, estos se 
contemplan en el Código Civil Colombiano en su artículo 411, numeral 6°. Estos comprenden la 
facultad jurídica que tiene una persona, para exigir a otra lo necesario para subsistir, se dividen 
en congruos y necesarios, “los congruos son los que habilitan al alimentado para subsistir de un 
modo correspondiente a su posición social” (Daza Coronado, 2015, p. 331) y de otra parte están 
los necesarios los cuales comprenden lo que basta para sustentar la vida. 
 
Es decir que los adultos mayores que no cuenten con acceso a una pensión de vejez, están 
cobijados jurídicamente por el derecho de familia y la Carta Nacional. “Solo uno (1) de cada diez 
(10) colombianos llegan a pensionarse por falta de opción y mecanismos de inclusión al sistema 
de protección a la vejez. “(Tapia Tobar, 2018, p. 18) 
 
Por otra parte, en Colombia, falta incentivar a las personas a que tengan una cultura de 
ahorro, para que así se pueda lograr las metas propuestas por el gobierno. A pesar que el 
78 % de los colombianos se fija metas financieras, sólo el 2 % de los mismos lo hace con 
un horizonte superior a los 15 años, evidenciando la oportunidad que se tiene para 
inculcar en los mismos la educación financiera y la invitación a planear y proteger su 
futuro. (Tapia Tobar, 2018, p. 20) 
 
Finalmente “el Estado debe crear campañas de conciencia social sobre el rol trascendental 
que cumplen los Adultos Mayores en la familia y sociedad por derecho y por deber como parte 
de la ciudadanía” (Méndez Núñez, 2005, p. 13) además de enfatizar en la importancia del 
“ahorro mediante la permanencia activa en el Sistema General de Pensiones; sistema que 
propende a que las personas tengan el derecho al mínimo vital, derecho a la subsistencia, en 
consecuencia, directa de los principios de la dignidad humana” (Huerta Cerezo, 2019, p 54).  
 
Conclusión. 
Para finalizar, en este artículo se logró evidenciar que Colombia está enfrentando una etapa 
de envejecimiento poblacional. En el periodo de 1993-2019 un gran porcentaje de los adultos 
mayores se encuentran en estado de pobreza, debido a que no se ubican en un rango de edades 





El Estado implementó políticas públicas de protección al derecho a la seguridad social de 
los adultos mayores en condición de pobreza, mediante un subsidio bimestral que comprende 
entre $40.000 a $70.000, el cual no se considera suficiente, teniendo en cuenta que un adulto 
mayor en estado de indigencia no podrá mitigarla con menos del 5% del actual salario mínimo 
mensual legal vigente en el país.  
 
Adicional, se identificó que las siguientes causales de exclusión del programa son poco 
eficientes: 1. Bloqueo del beneficiario por mudarse de Municipio: el adulto mayor en estado de 
pobreza que cambie el lugar de domicilio no recibirá subsidio por un lapso de tiempo 
indeterminado, hasta que vuelva a inscribirse en la nueva alcaldía y haya una vacante 2. 
Fallecimiento: la alcaldía debe comunicarse con la familia para que allegue el registro civil de 
defunción, hasta que no lo aporte, no podrán bloquear al beneficiario. 
 
 Es por esto, que mediante este artículo se propone que la fiduciaria encargada del 
programa del adulto mayor, administre el listado de beneficiarios a nivel nacional evitando que 
los mismos sean bloqueados por cambio de domicilio y les sean vulnerados los siguientes 
derechos fundamentales tales como: la seguridad social, la dignidad humana, la salud y el 
mínimo vital  
 
Así mismo el Estado debe verificar a los adultos mayores fallecidos por medio de cruces de 
bases de datos con la Registraduría Nacional, con el fin de realizar el bloqueo inmediato, 
evitando posibles fraudes y suplantaciones. Además se vincularía al adulto mayor en espera a 
tener calidad de beneficiario de forma rápida y eficiente. 
 
Lo anterior, debido a que es inadmisible el protocolo anteriormente mencionado, puesto 
que nos encontramos en el siglo XXI, una era que permite por medio de las tecnologías de la 
información en el Estado (TIC), facilitar el acceso a estas bases de datos, logrando que el 
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